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SUMARIO: Pedido de informes al Poder Ejecuti-
vo sobre las medidas adoptadas para activar
la regularización de las situaciones observadas
por la Auditoría General de la Nación que le
impiden emitir opinión sobre los estados con-
tables de la Administración General de Puer-
tos Sociedad del Estado, hecho que no ha sido
solucionado al último ejercicio rendido con de-
moras correspondientes al año 2001. (154-S.-
2006.)

Buenos Aires, 6 de septiembre de 2006.

Al señor presidente de la Honorable Cámara
de Diputados de la Nación

Tengo el honor de dirigirme al señor presidente,
a fin de llevar a su conocimiento que el Honorable
Senado, en la fecha, ha sancionado el siguiente pro-
yecto de resolución

El Senado y la Cámara de Diputados de la Nación
RESUELVEN:

1. Dirigirse al Poder Ejecutivo nacional para soli-
citarle informe:

a) Sobre las medidas adoptadas para activar la
regularización de las situaciones observadas por la
Auditoría General de la Nación que le impiden emi-
tir opinión sobre los distintos estados contables de
la Administración General de Puertos Sociedad del
Estado, hecho que aún no ha sido solucionado al
último ejercicio rendido con demoras correspondien-
te al año 2001.

b) Sobre las medidas adoptadas para regulari-
zar las observaciones en la gestión de contrata-
ciones.

c) Sobre las medidas adoptadas para corregir las
graves falencias observadas en la gestión de los
sistemas de tecnología informática.

d) Sobre el resultado de las medidas adoptadas
para la determinación del eventual perjuicio fiscal
que pudiera haberse producido como consecuen-
cia de las situaciones observadas y para la deter-
minación y efectivización de las responsabilidades
de los funcionarios actuantes.

2. Comuníquese al Poder Ejecutivo nacional, y a
la Auditoría General de la Nación, juntamente con
sus fundamentos.

Saludo a usted muy atentamente.

JOSÉ  J. B. PAMPURO.
Juan Estrada.

FUNDAMENTOS

Expedientes O.V.-389/05 (resolución de la AGN
139/05); 390/05 (resolución de la AGN 138/05) y
488/05 (resolución AGN 185/05)

Antes de entrar a la consideración de los infor-
mes de la Auditoría General de la Nación, debemos
señalar que las resoluciones 139/05 de la AGN, 138/
05 de la AGN y 185/05 de la AGN, mencionan a la
sociedad auditada como Administración General de
Puertos Sociedad del Estado sin el aditamento “en
liquidación”, hecho que consideramos erróneo, ya
que dicha sociedad en esos años estaba jurídica-
mente en liquidación.

En cambio, los informes del auditor que se
aprueban por dichas resoluciones, mencionan
correctamente a la sociedad como Administración
General de Puertos Sociedad del Estado (en li-
quidación).

La Auditoría General de la Nación informa que
ha procedido a examinar los estados contables
de la Administración General de Puertos Socie-
dad del Estado (en liquidación) por los ejercicios
finalizados el 31 de diciembre de 1999, 2000 y
2001.
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Las tareas de campo de la AGN se desarrollaron
entre el 1° de octubre de 2004 y el 31 de diciembre
de 2004, el 1° de diciembre de 2004 y el 16 de marzo
de 2005 y el 21 de marzo de 2005 y el 5 de julio de
2005, respectivamente.

La AGN manifiesta que los exámenes fueron rea-
lizados, excepto por algunas limitaciones, de
acuerdo con las normas de auditoría aprobadas
mediante resolución 145/93, dictadas en virtud de
las facultades conferidas por el artículo 119, inci-
so d) de la ley 24.156, las que son compatibles
con las aprobadas por el Consejo Profesional de
Ciencias Económicas de la Ciudad Autónoma de
Buenos Aires.

En los tres ejercicios dictaminados, se repiten si-
milares conceptos que fundamentan la abstención
de opinión por parte de la Auditoría General de la
Nación.

Los motivos invocados por la AGN para la no
emisión de opinión sobre los estados contables de
la empresa Administración General de Puertos So-
ciedad del Estado (en liquidación), correspondien-
te a los ejercicios terminados el 31 de diciembre de
1999, 2000 y 2001, son principalmente, los siguien-
tes:

– Bajo grado de confiabilidad en los sistemas y
circuitos administrativos contables.

– Falta de conciliación del relevamiento físico de
bienes de uso, llevado a cabo por la Facultad de
Ciencias Económicas de la Universidad de Buenos
Aires, con los registros contables.

– No se han concluido las tareas de saneamiento
dominial y catastral de los inmuebles incorporados
al patrimonio de la sociedad.

– Falta de información suficiente y confiable que
respalde la constitución y movimientos de las pre-
visiones para demandas judiciales, demandas ley
23.982 y para deudores incobrables.

– No se cuenta con el monto adeudado en con-
cepto de aportes y contribuciones previsionales an-
teriores al 1° de enero de 2004, originados en algu-
nos conceptos considerados no remunerativos,
debido a que la sociedad se encuentra efectuando
el cálculo definitivo de lo adeudado al 31 de diciem-
bre de 2001.

– Falta de información suficiente y confiable de
la composición analítica que respalde el saldo de la
cuenta Economía Secretaría de Hacienda Bonos en
el pasivo.

– Incertidumbre sobre la recuperabilidad de un
crédito por aproximadamente $ 5.600.000 expuestos
en el rubro Otros Créditos.

– Incertidumbre sobre la resolución de los recla-
mos que en materia de impuesto a los ingresos bru-
tos formulara la Dirección General de Rentas, cu-
yos trámites se encuentran en distintas instancias

en sede judicial, siendo el monto contabilizado al
cierre del ejercicio 2001 en la cuenta Previsión por
Ingresos Brutos de $ 70.378.314,54.

– Falta de información suficiente para validar la
imputación al resultado del ejercicio del rubro Car-
go por Previsiones.

Por su parte, la Comisión Fiscalizadora, en sus
informes, señala la situación jurídica incierta en
que se encontraba la sociedad, debido a que el
decreto 817/92 dispuso la liquidación de la so-
ciedad, la cual se efectivizaría cuando hubieran
sido privatizados, transformados o transferidos
los puertos que se encontraban en su jurisdic-
ción, en tanto por el decreto 357/98 se otorga-
ron a la sociedad nuevas acti-vidades, propias
de una empresa en marcha, conservando ésta
hasta la fecha, la administración del puerto de
Buenos Aires. Tal incertidumbre, sostiene la Co-
misión Fiscalizadora, incidió en el accionar de la
sociedad.

La incertidumbre reinante en el accionar em-
presario, fue puesta en conocimiento del enton-
ces Ministerio de Economía y Obras y Servicios
Públicos (único accionista y autoridad jurisdic-
cional) por la Sindicatura General de la Nación
en dos oportunidades en 1999. En dichas notas
la SIGEN planteaba las dudas que generaba la
situación jurídica de Administración General de
Puertos Sociedad del Estado y recomendaba “te-
ner a bien arbitrar las medidas que considere ne-
cesarias a efectos de definir la situación, dejan-
do constancia que una u otra posición importará
consecuencias distintas en diferentes temas
(ejemplo: estados contables, deudas impositivas,
contrataciones, etcétera)”.

Posteriormente, la SIGEN, ante la falta de res-
puesta del entonces Ministerio de Economía y
Obras y Servicios Públicos, se dirigió en febrero
de 2000 y en abril de 2001, al jefe de Gabinete
donde se insiste con la recomendación antes ci-
tada.

Por su parte, la Comisión Fiscalizadora desta-
cada en la sociedad por la SIGEN, requirió en rei-
teradas oportunidades, la convocatoria a una
asamblea general extraordinaria, a los efectos de
que el accionista se expidiera sobre la situación
jurídica de la empresa, no logrando que la misma
se celebrara.

En ese marco, dice la Comisión Fiscalizadora,  co-
rresponde poner en relieve que la sociedad no pre-
sentó para su intervención oportuna los correspon-
dientes estados contables, ni confeccionó el
respectivo estado de situación patrimonial, confor-
me lo establecido en el decreto 1.836/94, relativo al
relevamiento patrimonial de los entes declarados
en liquidación o disolución.

La situación de incertidumbre –prosigue la Co-
misión Fiscalizadora– que se ve reflejada en la utili-
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zación del aditamento (e.1.) en los estados conta-
bles y en la memoria, se prolongó hasta la sanción
del decreto 19 de fecha 3 de enero de 2003, que eli-
minó el aditamento “en liquidación” de la denomi-
nación de la sociedad.

La Comisión Fiscalizadora aclara que su informe
se emite con fecha actual, por cuanto la sociedad
no presentó, en tiempo oportuno, los estados con-
tables, pero que las conclusiones se refieren a los
hechos y actos ocurridos a la fecha de emisión del
respectivo informe del auditor.

La Comisión Fiscalizadora manifiesta que debe
ponerse de relieve que en los ejercicios bajo análi-
sis, la sociedad continuó mostrando deficiencias en
el sistema de control interno, cuestión que podría
generar perjuicios económicos y/o financieros a la
misma.

Las registraciones no se ajustan al Código de Co-
mercio ni a la Ley de Sociedades Comerciales. Se
destaca en tal sentido que la sociedad registraba
un considerable atraso en la elaboración y presen-
tación de los estados contables, situación que se
está regularizando paulatinamente. Tampoco se con-
tó con estados trimestrales.

Tales omisiones –afirma la Comisión Fiscali-
zadora– ponen en riesgo la situación empresaria, ya
que no se contó con información actualizada y con-
fiable que habilitara una adecuada toma de decisio-
nes.

Conforme se exponen en las notas a los estados
contables, no se han completado las tareas de sa-
neamiento dominial y catastral de los bienes inmue-
bles incorporados al patrimonio de la empresa.

Con relación a los Bienes de Uso, la Comisión
Fiscalizadora manifiesta que comparte lo expuesto
por la auditoría externa en su respectivo informe.
En tal sentido, observa que existe sobre los men-
cionados bienes una incertidumbre de carácter
dominial vinculada con su titularidad, lo cual even-
tualmente podría llegar a afectar el patrimonio de la
sociedad.

Asimismo, la Comisión Fiscalizadora deja cons-
tancia de que la asamblea general ordinaria celebra-
da el 11 de noviembre de 2004 en el punto 3 del or-
den del día, solamente ha tomado conocimiento de
los estados contables correspondientes a los ejer-
cicios cerrados al 31/12/95, 31/12/96, 31/12/97 y 31/
12/98, autorizando a los sectores administrativos a
considerar su presentación ante la Inspección Ge-
neral de Justicia, a fin de cumplimentar la normativa
vigente.

Por las consideraciones puntualizadas, la Comi-
sión Fiscalizadora, también expresa que no está en
condiciones de opinar sobre la documentación pre-
sentada por la sociedad.

Debemos señalar que la abstención de opinión
de un organismo auditor sobre las rendiciones so-
metidas a su consideración, debe interpretarse como

una grave descalificación de la administración del
ente cuyas rendiciones merecen ese juicio.

Expediente O.V.-538/05 (resolución de la AGN
209/05)

La Auditoría General de la Nación informa que
realizó una auditoría de gestión sobre contratos re-
levantes, en el ámbito de la Administración General
de Puertos Sociedad del Estado, referido a los ejer-
cicios 1999 y 2000.

Las tareas de campo de la AGN se desarrollaron
entre el 1° de septiembre de 2004 y el 23 de noviem-
bre de 2005.

El examen fue realizado de conformidad con las
normas de auditoría externa de la Auditoría General
de la Nación, aprobadas mediante resolución 145/
93 de la AGN.

La AGN señala que el informe fue puesto en co-
nocimiento del organismo auditado, el que ha formu-
lado consideraciones que han sido tenidas en cuen-
ta para elaborar el informe definitivo.

Como consecuencia del examen realizado, la AGN
ha efectuado los siguientes comentarios y obser-
vaciones:

– Los sectores involucrados en el proceso de
compras no contaban con manuales de procedimien-
tos para el cumplimiento de sus funciones específi-
cas.

– El organismo careció de una planificación de
compras para los ejercicios auditados, no obrando
en los sectores específicos ningún antecedente so-
bre el particular.

– Se observa que algunas contrataciones han
sido dejadas sin efecto, sin que consten los moti-
vos que fundamentaron tal decisión, no habiéndo-
se detectado reclamos posteriores de la adju-
dicataria.

– En la adquisición de bienes y servicios, se ob-
serva que sobre un total de 39 expedientes revisa-
dos:

– No constan estimaciones económicas en un
59 % de expedientes.

– En un 28 % del total de contrataciones directas
no se han invocado las causales que dan origen a
las situaciones de excepción previstas norma-
tivamente.

– No constan invitaciones fehacientes a ofertar
en un 64 % de expedientes.

– No constan las publicaciones reglamentarias en
un 69 % de expedientes.

– No se acredita la constitución de las garantías
de oferta en un 23 % de expedientes.

– No se acredita que se hayan cotejado precios
de mercado o de referencia o testigos en un 59 %.

– Falta el dictamen jurídico previo al dictado del
acto administrativo correspondiente en un 69 % de
expedientes.
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– No consta la garantía de adjudicación en un
62 % de expedientes.

En particular, se observa:
– En la licitación pública 1/99 (adquisición de ga-

soil) no se requirió la garantía de oferta, lo que pro-
vocó que –ante el desistimiento del oferente
preadjudicado por menor precio– no se percibiera
la penalidad respectiva. La nueva adjudicación se
efectuó a un mayor valor. De las constancias anali-
zadas por los auditores, no surge que el organismo
hubiera instado el trámite para la aplicación de san-
ciones, ni tomado razón del antecedente para futu-
ras convocatorias.

– Por el expediente 1.016/99 tramitó el concurso
de precios 51/99, cuyo objeto fue la “realización de
un estudio de seguridad de la jurisdicción del puer-
to de Buenos Aires”. Del duplicado del expediente
enviado por el organismo, sin orden ni foliatura, no
surgen constancias respecto de la evaluación de la
necesidad y los precios estimados del objeto con-
tractual. No hay evidencias de la intervención de la
Comisión de Preadjudicación y de los estudios fun-
damentados para la adjudicación finalmente dis-
puesta. Según constancias de la Gerencia de Abas-
tecimiento, este concurso fue rescindido con
posterioridad a haber sido adjudicado, sin que sur-
jan los motivos de tal acto.

– En el concurso de precios 54/99, cuyo objeto
fue una consultoría para determinar las capacida-
des y alcances del centro de control del puerto de
Buenos Aires, el pliego de condiciones particulares
no fue aprobado por la autoridad competente, no
constan análisis de precios de mercado o de refe-
rencia. En el expediente no consta que la oficina de
compras y la Comisión de Preadjudicaciones hayan
evaluado que los oferentes que actuaban por repre-
sentación no acreditaron su personería, no adjun-
taron los antecedentes de capacidades profesiona-
les acordes con el objeto contractual requeridos en
los respectivos pliegos y que dos oferentes presen-
tados denunciaron idénticos números telefónicos.
El informe de consultoría –objeto de la contrata-
ción– no consta en las actuaciones; requerido el or-
ganismo informó que la gerencia oportunamente
interviniente fue disuelta y se desconoce la ubica-
ción de los antecedentes de la misma.

– La licitación pública 2/00, cuyo objeto fue la
construcción de la defensa de costas al norte del
sexto espigón del puerto de Buenos Aires, presen-
ta las siguientes cuestiones:

– No consta en las actuaciones relevadas el acto
administrativo o decisorio fundado, con expresión
de los motivos que determinaron la necesidad de
ejecutar las obras de acuerdo con la alternativa con-
tratada (acto fundado que apruebe la autorización
para efectuar el llamado a licitación y la aprobación
de los pliegos); tampoco constan los informes téc-
nicos o económicos que avalen la decisión adopta-

da, así como tampoco la referencia a las actuacio-
nes administrativas por donde tramitó el análisis de
los mismos. La Gerencia de Ingeniería informó la
existencia de un proyecto de ampliación del puerto
de la Ciudad de Buenos Aires que –entre otros as-
pectos– preveía la construcción del corredor vial de
conexión física entre las autopistas Presidente Illia
y Buenos Aires-La Plata, conservándose al pie de
las mencionadas obras una franja de terreno linde-
ro a la costa de aproximadamente 50 metros de an-
cho, con parquización y destinada al uso urbano.

– El llamado a licitación de las obras se dispuso
sin contar con el crédito aprobado en el presupues-
to. La asignación de recursos fue autorizada en el
presupuesto correspondiente al ejercicio recién en
2001 por un monto total de $ 3.000.000.

– El organismo adoptó la decisión de ejecutar las
obras de defensa costera mediante la utilización de
mantas de material geotextil, contratando su provi-
sión juntamente con los servicios de consultoría
necesarios para la elaboración del proyecto ejecuti-
vo de las obras. La adquisición de dichos materia-
les fue contratada sin haber sido aprobados la in-
geniería de detalle y el cómputo métrico de las obras,
cuyos parámetros técnicos fueron definidos me-
diante la confección del citado proyecto, a fin de
evitar eventuales diferencias o errores de cálculo en
la cantidad, calidad o tipo de material a utilizar.

– La difusión del acto fue insuficiente. No cons-
ta en las actuaciones relevadas la publicación en el
Boletín Oficial, sí en otros diarios de gran circula-
ción, aunque sólo cuatro de los quince días que or-
dena la ley.

– El pliego de cláusulas particulares prevé la pre-
sentación de depósitos bancarios en garantía de las
impugnaciones al acto de preadjudicación, siendo
que el mencionado instituto no se encuentra pre-
visto en el marco regulatorio de la Ley de Obras Pú-
blicas que rige en esta cuestión. Sin perjuicio de ello
debe mencionarse que no constan depósitos por
parte de los oferentes que formularon observacio-
nes.

– El plazo previsto para la ejecución de las obras
fue de 240 días corridos a partir del acta de inicio
de las obras suscrita con fecha 26 de febrero de
2001. El mismo no ha sido cumplido por causas de
distinto origen, entre otras (según constancias del
expediente): fenómenos climáticos, modificaciones
de obra propuestas por la UTE contratista, dificul-
tades técnicas que determinaron la necesidad de
evaluar distintas alternativas en la metodología
constructiva del proyecto, modificación de las va-
riables económico-financieras del país producidas
a fines del año 2001, demoras en la resolución de
trámites administrativos, cambio de las autoridades
responsables del organismo. Existen cuestiones
pendientes de resolución, que dieron origen a la for-
mación de distintas actuaciones, a saber: reconoci-
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miento de adicionales de obra para la ejecución de
trabajos complementarios, solicitud de ampliaciones
del plazo contractual y reconocimiento de gastos
indirectos y generales de obra, redeterminación de
los precios básicos del contrato por aplicación del
régimen previsto en el decreto 1.295/02. A la fecha
del presente informe, las obras se encuentran para-
lizadas, habiendo alcanzado un grado de avance del
46,32 % según la última certificación de obra que
data de noviembre de 2001. Dicho porcentaje de
avance certificado corresponde al tramo de obras
finalizadas de aproximadamente 147,50 metros de lon-
gitud –de los 800 metros totales previstos– y a la
construcción de mantas de material geotextil con
bloques de hormigón adheridos, aún no incorpora-
das a la obra. En la medida en que se mantiene la
paralización, la obra está expuesta al deterioro pro-
gresivo y al posible reclamo contra el auditado de
mayores gastos indirectos y generales de la obra.
El área de ingeniería de la auditada comunicó por
nota del 3/10/2001 el riesgo de estabilidad de los
trabajos ejecutados frente a la acción continua del
río, la pérdida de la inversión realizada y la migra-
ción hacia el canal o puerto del material de aporte
del relleno no protegido.

– Del relevamiento efectuado surgen, asimismo,
aspectos de formalización de lo actuado entre los
que cabe mecionar: falta cronología en la documen-
tación incorporada al expediente, ausencia de un cri-
terio uniforme para determinar qué tipo de actua-
ciones se agregan al expediente principal de aquellas
que se sustancian por cuerda separada, lo que difi-
culta el análisis y seguimiento de las actuaciones.

– En la contratación directa 35/00, cuyo objetivo
fue el relevamiento de bienes de uso de la adminis-
tración con plazo de ejecución de diez meses, no se
ha podido verificar el cumplimiento total de la pres-
tación convenida pese a encontrarse totalmente
paga la orden de compra respectiva, toda vez que
el “Instructivo de procedimientos para altas, bajas,
transferencias y resguardo físico de los bienes” a
cumplir en el mes 9 del avance y el informe con las
“Recomendaciones para efectuar los ajustes conta-
bles al rubro Bienes de Uso” correspondientes al
mes 10 no han sido hallados en el organismo. Ob-
sérvese que la intervención ha dispuesto la consti-
tución de un comité gerencial (2/11/04) para el
relevamiento físico de bienes y evaluación de pro-
cedimientos administrativos, con el objetivo –entre
otros aspectos– de “concluir la conciliación del
relevamiento efectuado por la Universidad de Bue-
nos Aires”. En su descargo, la auditada informa es-
tar relevando los bienes inmuebles de la adminis-
tración y reconoce la inutilidad de la información
arrojada en la citada contratación.

– En la contratación directa 161/00, cuyo objetivo
fue la “formulación del proyecto y preparación del
pliego de precalificación para la construcción y ex-

plotación de la terminal de cruceros en el puerto de
Buenos Aires” no se ha fundamentado la vía excep-
cional utilizada. No se corresponde lo pagado con
el avance real de las tareas previstas en el cronogra-
ma de los pliegos. Si bien fueron abonadas las eta-
pas 1 y 2, consta respecto del informe de avance 2
el cumplimiento parcial de las tareas. A su vez se
autorizó el pago de $ 22.748 (orden de compra 184/
01) por la ampliación de ciertas tareas y la
reprogramación de otras pendientes de realización.

– Además de estas contrataciones, en el informe
se mencionan otras actuaciones que también tienen
una serie de deficiencias.

– En relación a la evaluación de recepciones y
pagos, se observa sobre 21 expedientes revisados:

– No consta la designación de la Comisión de Ins-
pección respectiva en un 38 % de los expedientes.

– Las actas de recepción no se encuentran inter-
venidas por la totalidad de los miembros de la Co-
misión de Recepción en un 29 % de expedientes.

– La conformidad de la recepción ha sido realiza-
da con la firma y sello de los integrantes de la co-
misión respectiva, sin que conste expresamente la
actividad realizada por la citada comisión en un
76 % de los expedientes.

La AGN manifiesta que efectuó el análisis del des-
cargo del organismo auditado, del cual surgieron al-
gunas consideraciones principalmente en relación
al planteo de situaciones nuevas, o bien supuestos
contemplados en normas no vigentes a la fecha de
las tareas de auditoría.

En aquellas en las que se entendió pertinente
–dice la AGN–, se incluyó el descargo luego de
la observación correspondiente, o bien se preci-
só la redacción de las observaciones, sin que ello
importara modificaciones en su sustancia.

El informe de la AGN explicita una serie de reco-
mendaciones dirigidas al organismo auditado, para
mejorar su gestión.

Las conclusiones de la Auditoría General de la
Nación sobre el examen realizado sobre la gestión
de la Administración General de Puertos Sociedad
del Estado, con relación a los contratos relevantes
de los ejercicios 1999 y 2000, son las siguientes:

El sistema de compras del organismo presenta
debilidades, tales como ausencia de manuales y de
planes de compra.

La gestión operativa ha evidenciado una serie de
deficiencias –tanto en sus aspectos de cumplimiento
como de gestión, de diferente magnitud– que, en-
tre otras, consistieron en:

– No constan estimaciones económicas en un
59 % de expedientes.

– En un 28 % del total de contrataciones directas
no se han invocado las causales que dan origen a
las situaciones de excepción previstas normati-
vamente.
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– No constan invitaciones fehacientes a ofertar
en un 64 % de expedientes.

– No constan las publicaciones reglamentarias en
un 69 % de expedientes.

– No se acredita la constitución de las garantías
de oferta en un 23 % de expedientes.

– No se acredita que se hayan cotejado precios
de mercado o de referencia o testigos en un 59 %.

– Falta el dictamen jurídico previo al dictado del
acto administrativo correspondiente en un 69 % de
expedientes.

– No consta la garantía de adjudicación en un
62 % de expedientes.

Estas deficiencias generales, unidas a las contra-
taciones que se particularizaron más arriba, importan
alto riesgo y en algunos casos (licitaciones públi-
cas 1/99 y 2/00; concurso de precios 54/99; contra-
taciones directas 35/00 y 161/00) ameritan efectuar
el deslinde de las eventuales responsabilidades que
correspondieran.

Expediente O.V.D.-597/05

El Honorable Congreso de la Nación aprobó la
resolución 202-S.-04 a partir de un proyecto dicta-
minado por la Comisión Parlamentaria Mixta Revi-
sora de Cuentas, que se sustenta en un informe de
la Auditoría General de la Nación, sobre los esta-
dos contables de la Administración General de Puer-
tos Sociedad del Estado (e.l.), correspondiente al
ejercicio finalizado el 31 de diciembre de 1998.

Por la referida resolución, el Congreso dispone
remitir copia de las actuaciones O.V.-561/ 02, 726/
03, 272/04 y O.V.D.-355/04 a la Fiscalía Nacional de
Investigaciones Administrativas, a los fines que dic-
tamine su competencia. En el mismo sentido, dis-
pone la comunicación al Poder Ejecutivo nacional
y a la AGN.

La AGN efectuó su examen sobre los estados con-
tables del ejercicio finalizado el 31/12/ 98. Al enviar
la resolución 178/03 de la AGN, había omitido los
estados contables, por lo que, advertida de ello, los
remitió por nota del 20/2/04. Siendo incompleta di-
cha documentación, se le solicitó que remitiera infor-
me de la Comisión Fiscalizadora en fecha 18/3/04, lo
cual cumplimentó haciéndolo por nota del 2/7/04.

La AGN expone las limitaciones encontradas en
su tarea de auditoría, señalando entre otras las si-
guientes:

a) Habiéndose acordado con posterioridad la
auditoría sobre los estados contables al 31/12/98,
no fue posible presenciar los arqueos de fondos y
valores ni los cortes de documentación, ni evaluar
el control interno. La falta de documentación
respaldatoria, los atrasos e inconsistencias en la in-
formación de la empresa indican un bajo grado de
confiabilidad en los sistemas y circuitos adminis-
trativos contables.

b) En cuanto a los bienes de uso registrados
(88,11 % del activo), no se pudo verificar su exis-
tencia y valuación, por no haberse concluido el
relevamiento a cargo de la Facultad de Ciencias Eco-
nómicas de la UBA, ni las tareas de saneamiento
dominial y catastral de los inmuebles incorporados
al patrimonio de la sociedad.

c) No se aportó información suficiente y confia-
ble que respalde la constitución, movimientos y sal-
dos finales de las previsiones que representan el
96,23 % del pasivo.

En las “Aclaraciones previas”, la AGN señaló:
a) Los listados entregados por la empresa sobre

bienes de uso carecen de precisión, tienen errores,
falta de datos y otras inconsistencias.

b) Según nota 23 a los estados contables, la Di-
rección General de Rentas de la Ciudad Autónoma
de Buenos Aires determinó una deuda en concepto
de impuesto a los ingresos brutos más multas por
el período 12/88 a 12/89 de  $ 1.992.829,60, lo que
generó una causa en trámite y a la espera de sen-
tencia de la Suprema Corte de la ciudad. También
de la información proporcionada, surge otra causa
similar sin determinación de monto, que abarcaría
hasta e1 año 1999 en instancia administrativa, que
no figura en notas a los estados auditados.

c) Se observó la existencia de un crédito corrien-
te de $ 5.590.940, originado por pagos al personal
de Intefema S.A., según lo establecido por decreto
1.578/96, destinado a resolver la situación de los em-
pleados de dicha terminal portuaria ante la rescisión
del contrato de concesión de la Terminal 6 de Puer-
to Nuevo. El recupero está sujeto a una nueva lici-
tación del predio, situación incierta a la fecha del
informe.

d) Por decreto 19/2003 (3/1/03) se elimina de la
denominación de la sociedad el aditamento “en li-
quidación”, aclarando que hasta la constitución del
órgano de contralor respectivo y el cumplimiento
de todos los requisitos fijados por decreto 817/92 y
ley 24.093, la Administración General de Puertos So-
ciedad del Estado continuará ejerciendo todos los
actos societarios que determinen sus estatutos so-
ciales y la normativa vigente.

Por lo expuesto y el efecto significativo de las li-
mitaciones descritas en cuanto a la confiabilidad de
los estados contables, la AGN se abstuvo de emitir
opinión.

En cumplimiento de lo dispuesto por resolución
3/02 de la Comisión Parlamentaria Mixta Revisora
de Cuentas, la AGN informó lo siguiente:

1. Que habiendo realizado el examen con poste-
rioridad al cierre del ejercicio, no pudo aplicar los
procedimientos de rutina para evaluar el sistema de
control interno. No obstante ello afirma que los atra-
sos y las inconsistencias en la información sumi-
nistrada denotan un bajo grado de confiabilidad.
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2. Reitera lo antes señalado sobre los bienes de
uso registrados, en cuanto a falencias de inventa-
rio y valuación.

3. Observa inadecuado respaldo documental en
la constitución de previsiones, aludiendo a la falta
de información sobre montos en litigio en diferen-
tes jurisdicciones, diferencias no conciliadas y cau-
sas no previsionadas por el sistema contable.

4. Reitera lo informado sobre la deuda determina-
da por la Dirección General de Rentas de la Ciudad
Autónoma de Buenos Aires, señalando la incerti-
dumbre respecto a la resolución de conflictos judi-
ciales. Cita el caso del crédito corriente con Intefema
S.A.

Finalmente la AGN deja constancia de que la
extemporaneidad del informe se debió a la demora
del organismo en poner la documentación a dispo-
sición y en confeccionar la versión definitiva del
balance al 31/12/98, como de las notas suministra-
das en mayo de 2003.

Respuesta del Poder Ejecutivo nacional

El Poder Ejecutivo nacional respondió al requeri-
miento parlamentario mediante nota 72/2005 de la
Jefatura de Gabinete de Ministros, fechada el 18/5/
05.

Adjunta a la misma nota 236-AGPSE-05 del inter-
ventor de la Administración General de Puertos So-
ciedad del Estado, fechada el 30/3/05, en la que res-
ponde sobre las observaciones efectuadas por la
AGN.

a) Sobre Bienes de Uso, informa que en el año
1999, mediante contratación directa con la UBA –Fa-
cultad de Ciencias Económicas–, se puso en marcha
su identificación y valuación.  Al no cumplirse con
el objetivo propuesto, la intervención, por resolu-
ción 69-AGP SE-2004, creó el Comité Gerencial para
el Relevamiento Físico de Bienes, a fin de solucio-
nar este tema. Inició gestiones ante el tribunal de
tasaciones  para cumplir con las tareas de valuación
de inmuebles de la sociedad.

b) En cuanto al rubro Previsiones, informa que
se están adoptando las recomendaciones formula-
das por la AGN, que tuvieron efecto al establecer
las previsiones del ejercicio 2004.

c) Informa que en la actualidad la documentación
respaldatoria en materia contable se encuentra de-
bidamente registrada.

d) Informa que en el año 2000 se había contrata-
do a la empresa Microstar para el desarrollo de un
sistema integrado administrativo contable que aún
no generó los resultados esperados. Para corregir
las falencias de confiabilidad del sistema contrata-
do, se realiza una auditoría informática a cargo de
la AGN, que se estima brindaría sus conclusiones a
fines de abril del 2005.

e) Informa que desde julio de 2003 se impartie-
ron instrucciones a las distintas áreas para que brin-

den colaboración facilitando la información reque-
rida por la AGN en tiempo y forma para la realiza-
ción de sus auditorías.

f) Respecto a la determinación y efectivización de
responsabilidades que pudieran emerger, informa
que por expedientes 6.392 y 6.393- AGP SE-2004, se
dispuso la instrucción de sumarios correspondien-
tes ante el Ministerio de Planificación Federal, In-
versión Pública y Servicios, atento a la naturaleza
de los actos a investigar y la jerarquía de los fun-
cionarios intervinientes.

Analizada la respuesta del Poder Ejecutivo nacio-
nal, cabe señalar que hasta el presente no se han
normalizado las situaciones observadas por la
Auditoría General de la Nación, dado que dicho ór-
gano de control externo sigue dictaminando los es-
tados contables posteriores con “abstención de
opinión”.

Expediente O.V.-21/06 (resolución de la AGN 23/
06)

La Auditoría General de la Nación informa que
realizó una auditoría de evaluación del sistema
informático de administración y abastecimiento, de-
nominado Gestión Integral de Gobierno Automati-
zada (GIGA), y de la gestión de la tecnología infor-
mática en la Administración General de Puertos
Sociedad del Estado, con el objeto de determinar
debilidades y fortalezas del sistema y de la gestión
informática en dicho organismo.

Las tareas de campo de la AGN se desarrollaron
en el período enero 2005-abril 2005.

La AGN explica que la metodología empleada in-
cluyó dos etapas: 1) planificación del análisis deta-
llado y 2) verificación del cumplimiento de lo infor-
mado en la primera etapa.

En las “Aclaraciones previas”, el informe expone
una serie de temas, tales como: antecedentes (ley
de puertos), naturaleza jurídica, gobierno y adminis-
tración de la sociedad, intervenciones.

Con respecto a la naturaleza del sistema auditado,
la AGN explica que el sistema integrado, denomina-
do Gestión Integral de Gobierno Automatizada
(GIGA), es un software del tipo planeamiento de los
recursos empresariales Enterprise Resources
Planning (ERP), que cubre la gestión de las áreas
de administración y abastecimientos.

Este tipo de sistemas, por tener tanto la interfase
de usuario como los datos y los circuitos adminis-
trativos integrados, permite unificar el flujo de in-
formación y mejorar los procesos en las distintas
áreas de la empresa.

Los objetivos principales de los sistemas de
planeamiento de los recursos empresariales son:

– Optimizar los procesos empresariales.
– Brindar acceso a información confiable, preci-

sa y oportuna.
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– Brindar la posibilidad de que todos los compo-
nentes de la organización compartan información.

– Eliminar datos y operaciones innecesarias.
– Reducir tiempos, costos, errores y la posibili-

dad de fraudes.
Una importante ventaja del sistema integrado es

que prácticamente todas las funciones están
interrelacionadas, cada operación realizada genera
al final del circuito administrativo su asiento conta-
ble en forma automática, de modo que se pueden
conocer los estados contables en tiempo real o a la
fecha deseada y, por ejemplo: las deudas de clien-
tes y proveedores, ventas, compras efectivizadas o
pendientes de recepción, entre otros.

Continúan las “Aclaraciones previas” con la des-
cripción de las funciones principales del GIGA: abas-
tecimiento (compras, stock); administración (cuen-
tas a pagar, liquidaciones, tesorería, patrimonio,
contabilidad, presupuesto); procedimientos del sis-
tema (procedimiento de compras, procedimiento de
liquidaciones).

Como consecuencia del trabajo realizado por la
AGN, surgieron comentarios y observaciones que
se exponen a continuación.

Cabe aclarar que la AGN incluyó para cada una
de las observaciones el nivel de madurez conforme
al modelo de madurez de la capacidad de la Univer-
sidad Carnegie Melon y las recomendaciones ten-
dientes a mejorar el ambiente de control y reducir
los riesgos identificados.

Los modelos de madurez considerados son los
siguientes:

0. No conforma. Falta total de procesos reco-
nocibles. La organización incluso no reconoce que
existe un tema a ser tenido en cuenta.

1. Inicial/ad hoc. Hay evidencia de que la organi-
zación reconoce la existencia del tema y la necesi-
dad de atenderlo. Sin embargo, no existen proce-
sos estandarizados y en lugar de ellos existen
aproximaciones ad hoc que se aplican sobre una
base individual o caso por caso. La administración
aparece como desorganizada.

2. Repetible aunque informal. Los procesos han
evolucionado hasta la etapa en la cual procedimien-
tos similares son ejecutados por distintas personas
que desarrollan las mismas  tareas. No hay entrena-
miento formal ni comunicación de procedimientos
estándar y la responsabilidad es librada a cada in-
dividuo. Hay un alto grado de confianza en el co-
nocimiento de los individuos y es probable que haya
errores.

3. Proceso definido. Los procedimientos han sido
estandarizados, documentados y comunicados vía
entrenamiento. Sin embargo, es responsabilidad de
los individuos cumplir con estos procesos y es im-
probable que se detecten las desviaciones. Los pro-
cedimientos en sí mismos no son sofisticados pero

son la formalización de prácticas existentes.
4. Administrado. Es posible monitorear y medir el

cumplimiento de los procedimientos e intervenir
cuando los procesos parecen no estar funcionan-
do adecuadamente. Los procesos están siendo
mejorados constantemente y proveen una práctica
correcta. El uso de herramientas y de automatización
es limitado o fragmentado.

5. Optimizado. Los procesos han sido corregidos
hasta el nivel de la mejor práctica, basado en los
resultados de la mejora continua y de la moviliza-
ción con otras organizaciones. La tecnología de la
información es usada de forma integrada para auto-
matizar el flujo de trabajo, proveer herramientas para
mejorar la calidad y la eficacia y hacer que la orga-
nización se adapte rápidamente a los cambios.

En las observaciones puntualizadas por la AGN,
en cada caso se detalla el objetivo de control, el ni-
vel de madurez, la observación en sí y el nivel de
riesgo. Aquí nos limitaremos a señalar el nivel de
madurez y el nivel de riesgo.

Planificación y organización

– Definición de un plan estratégico de tecnolo-
gía de la información.

Se observa que el nivel de organización del ente
es débil y la alta frecuencia de rotación de sus máxi-
mas autoridades dificulta la superación del proble-
ma. No hubo en los últimos años un plan estratégi-
co de la empresa. No se conoce la existencia de un
área de planeamiento ni de un comité de planifica-
ción de tecnología informática.

Nivel de madurez: no conforma.
Nivel de riesgo: alto.
– Definición de la arquitectura de la informática.
Se observa que no existe un modelo de la arqui-

tectura de la información. El proveedor de sistema
GIGA entregó en su momento un diccionario de da-
tos con el estado del sistema antes de su adapta-
ción a las necesidades de la administración, pero
no se lo ha actualizado.

Nivel de madurez: no conforma.
Nivel de riesgo: alto.
– Determinación de la dirección tecnológica.
Se observa que no se conoce la existencia de pro-

cesos formales para crear y actualizar periódicamen-
te el plan de infraestructura tecnológica ni para eva-
luar su estado.

Nivel de madurez: no conforma.
Nivel de riesgo: alto.
– Definición de la organización y las relaciones

de tecnología de la información.
Se observa que al no estar aprobada la planifica-

ción estratégica, no están oficialmente establecidos
los objetivos de detalle de la administración, por lo
que no se pueden adecuar los servicios de tecno-
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logía de la información a sus necesidades. La dota-
ción del área de sistemas es reducido para el volu-
men de tareas que debería realizar el sector si asu-
miera la problemática de todo el organismo.

Nivel de madurez: no conforma.
Nivel de riesgo: alto.
– Administración de la inversión en tecnología de

información.
– Se observa que no se conoce la existencia de

políticas y procedimientos formales para la prepa-
ración del presupuesto operativo anual, ni para
monitorear los costos reales y compararlos con los
proyectados, ni para su justificación económica. No
existe un sistema de imputación de costos.

Nivel de madurez: no conforma.
Nivel de riesgo: alto.
– Comunicación de los objetivos y directivas de

la gerencia.
Se observa que no se conoce la existencia de po-

líticas y procedimientos formales ni un programa de
concientización que generen un ambiente de con-
trol positivo. No se conoce la existencia de políti-
cas y procedimientos formales que garanticen la
asignación de recursos en forma adecuada. No existe
el documento marco de seguridad informática ni po-
líticas formales al respecto.

Nivel de madurez: no conforma.
Nivel de riesgo: alto.
– Administración de los recursos humanos.
Se observa que no se conoce la existencia de pro-

gramas referentes a la educación y la con-
cientización general en problemas de seguridad de
la información. No se cuenta con personal suficien-
temente idóneo para las tareas a realizar. No existen
procesos formales de seguridad para altas, bajas y
modificaciones de accesos por usuario. Existen
usuarios en la red que ya no pertenecen a la empre-
sa. En la Subgerencia de Sistemas, la falta de per-
sonal capacitado es manifiesta e impide transferir la
tecnología del sistema GIGA del proveedor a la ad-
ministración.

Nivel de madurez: no conforma.
Nivel de riesgo: alto.
– Evaluación de riesgos.
Se observa que no existen políticas y procedimien-

tos formales para evaluar el riesgo tecnológico.
Nivel de madurez: no conforma.
Nivel de riesgo: alto.
– Administración de proyectos.
Se observa que no se conoce la existencia de un

marco formal de administración de proyectos. En el
caso particular del sistema GIGA, se nombraron res-
ponsables de la ejecución del proyecto de implan-
tación. Existió una planificación que no se cumplió
en la práctica en lo referente a plazos (23 meses con-

tra 6 previstos) y a control de calidad (las pruebas
de aprobación no fueron completas). Algunos usua-
rios no están conformes con las prestaciones del
sistema.

Nivel de madurez: inicial/ad hoc.
Nivel de riesgo: alto.
– Administración de la calidad.
Se observa que la alta gerencia y el personal de

tecnología no establecen un programa de control
de calidad y éste no se verifica en los proyectos y
las operaciones. No se aplica la metodología de ci-
clo de vida, no se planifican los proyectos de desa-
rrollo de sistemas ni hay un sistema formal para su
seguimiento. Se han observado datos erróneos al-
macenados en las bases principales que los siste-
mas de aplicación no deberían admitir.

Nivel de madurez: no conforma.
Nivel de riesgo: alto.

Administración e implementación

– Identificación de soluciones automatizadas.
Se observa que no se han documentado criterios

para la consideración de las opciones de desarrollo
interno, de terceros y soluciones compradas.

No existe un método general de adquisición e
implementación ni una metodología de ciclo de vida
de desarrollo de sistemas claros y aceptados.

No existe un proceso transparente, ágil y eficien-
te para la planificación, iniciación y aprobación de
soluciones.

No se implementó un proceso estructurado de
análisis de requerimientos.

No existen procedimientos formales para evaluar
los requerimientos de seguridad y control desde el
principio de los desarrollos.

Nivel de madurez: no conforma.
Nivel de riesgo: alto.
– Adquisición y mantenimiento del software de

aplicación.
Se observa que no surge la existencia de una me-

todología formal de adquisición, diseño, desarrollo
e implementación aceptada, entendida y aplicada.

Nivel de madurez: inicial/ad hoc.
Nivel de riesgo: alto.
– Adquisición y mantenimiento de la infraestruc-

tura tecnológica.
Se observa que no existen políticas y procedimien-

tos formales que aseguren la preparación de un plan
de evaluación del hardware y el software nuevos a
fin de determinar su eventual impacto sobre el ren-
dimiento general. La alta gerencia no ha definido una
estrategia de arquitectura de tecnología de la infor-
mación y los requerimientos relacionados. No se
cuenta con un inventario actualizado de la infraes-
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tructura de tecnología de la información (hardware
y software). El inventario de hardware que se ha re-
cibido no permite evaluar adecuadamente el estado
de la infraestructura tecnológica, a pesar de lo cual
se pudo inferir que el equipamiento disponible es
incompleto. No se han definido políticas para: 1)
evaluar adecuadamente las opciones de desarrollo
interno, por terceros y por infraestructuras externas;
2) manejar los casos en los que se depende de un
proveedor de única fuente; 3) la administración de
cambios; 4) el uso de una metodología de ciclo de
vida bien definida para seleccionar, adquirir, mante-
ner y quitar componentes de la infraestructura de
tecnología de la información; 5) fundamentar las ad-
quisiciones en los requerimientos de desempeño y
capacidad mediante la integración con procesos de
administración de los mismos.

Nivel de madurez: no conforma. No se conoce la
existencia de un plan de adquisición de infraestruc-
tura tecnológica que permita mantener crite-
riosamente actualizados el hardware y el software
del organismo.

Nivel de riesgo: alto.
– Desarrollo y mantenimiento o procedimientos.
Se observa que, de la información recibida por la

AGN, no surge que: 1) existan acuerdos de nivel
de servicio, con vínculos con las normas de docu-
mentación; 2) se mantengan inventarios de progra-
mas y procedimientos   de organismos ni de tec-
nología de la información utilizando herramientas
automatizadas; 3) el proceso de desarrollo asegu-
re el uso de procedimientos operativos estándares
y una apariencia estándar de las interfases de
usuario; 4) la capacitación del usuario en la utili-
zación de los procedimientos esté integrada con los
planes de capacitación del organismo y de tecnolo-
gía de la información; 5) exista un marco estándar,
definido y monitoreado, para documentar y redac-
tar los procedimientos; 6) para desarrollar, distribuir
y mantener procedimientos se empleen técnicas de
administración del conocimiento de flujo de trabajo
ni herramientas automatizadas; 7) la infraestructura
y estructura organizativa estén diseñadas para pro-
mover y compartir la documentación del usuario, los
procedimientos técnicos y el material de capacita-
ción entre los instructores, la mesa de ayuda y los
grupos de usuarios.

Nivel de madurez: no conforma. No hay un pro-
ceso para producir documentación del usuario, ma-
nuales de operaciones y material de capacitación.
Los únicos materiales son los que vienen con los
productos comprados.

Nivel de riesgo: alto.
– Instalación y acreditación de aplicativos.
Se observa que no existe una metodología for-

mal del ciclo de vida del desarrollo de sistemas para
la instalación y acreditación de sistemas que inclu-
ya, entre otros, un enfoque en fases de: capacita-

ción, cuantificación del desempeño, plan de conver-
sión, pruebas de programas, un plan de pruebas pa-
ralelas o prototipo, pruebas de aceptación, pruebas
de seguridad y acreditación, pruebas de funciona-
miento, controles de cambios; implementación, re-
visión y modificación posteriores a la imple-
mentación. No se usan adecuadamente las
bibliotecas de desarrollo, prueba y producción para
los sistemas en proceso. En el caso del sistema
GIGA, los cambios se realizan, mayoritariamente, en
forma directa en el ambiente de producción. El pro-
grama de capacitación de usuarios del sistema GIGA
no contempló las diferencias respecto del sistema
anterior, los cambios que afectan a la entrada, el pro-
cesamiento, la programación, la distribución, las
interfases con otros sistemas, los errores y su re-
solución. Algunos usuarios no están satisfechos
con la capacitación recibida. El desempeño del sis-
tema GIGA se encuentra por debajo del óptimo y el
problema no se soluciona debido a la insuficiencia
de infraestructura tecnológica y de personal.

Nivel de madurez: no conforma. No hay ningún
proceso formal de instalación y acreditación. La alta
gerencia o el personal de Tecnología de la Informa-
ción reconocen parcialmente la necesidad de verifi-
car que las soluciones sean adecuadas para la fina-
lidad prevista.

Nivel de riesgo: alto.
– Administración de cambios.
Se observa que no existen políticas de cambio cla-

ras y conocidas que se implementen en forma rigu-
rosa y sistemática. La administración de cambios no
está integrada con la administración de las versio-
nes de software ni forma parte de la administración
de la configuración. No existe un proceso rápido y
eficiente de planificación, aprobación e iniciación
para identificar, categorizar, evaluar impactos y es-
tablecer prioridades para los cambios. No se cuen-
ta con herramientas de proceso automatizadas para
respaldar la definición de flujo de trabajo, planes de
trabajo normados, plantillas de aprobación, pruebas,
configuración y distribución. No hay un proceso
formal definido para la transición del ambiente de
desarrollo al de operaciones. No se analiza si los
cambios tienen impacto en los requisitos de capa-
cidad y desempeño. No se dispone de documenta-
ción de aplicaciones y configuración completa y ac-
tualizada. No existe registro completo de los cambios
al sistema GIGA solicitados ni de los efectuados.
La documentación del sistema GIGA no se modifi-
có pese a los cambios que viene sufriendo.

Nivel de madurez: no conforma. No hay un pro-
ceso de administración de cambios definido y es
posible introducir cambios casi sin control algu-
no. No se ha tomado conciencia de que el cam-
bio puede ser perturbador tanto para las opera-
ciones de tecnología de la información como para
las actividades del organismo y no se toma con-
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ciencia de los beneficios de una buena adminis-
tración de cambios.

Nivel de riesgo: alto.

Entrega y soporte

– Definición y administración de los niveles de
servicio.

Se observa que no se definen niveles de servicio
y no existen políticas al respecto.

Nivel de madurez: no conforma. La gerencia no
ha reconocido la necesidad de la definición de ni-
veles de servicio ni de un proceso para tal fin.

Nivel de riesgo: medio.
– Administración de servicios prestados por ter-

ceros.
Se observa que los contratos de algunos servi-

cios que se le prestan al organismo ya no están vi-
gentes. En el caso de la administración del sistema
GIGA, los servicios los prestan terceros cuyo con-
trato ha vencido, y son pagados con la figura de
“legítimo abono”.

Nivel de madurez: no conforma. Las responsabi-
lidades y la rendición de cuentas no están defini-
das. No hay políticas y procedimientos formales
para la contratación de terceros. Los servicios de
terceros no son aprobados ni revisados por la di-
rección. No hay actividades de medición ni infor-
mes de los proveedores y en consecuencia la alta
gerencia no está al tanto de la calidad del servicio
prestado.

Nivel de riesgo: alto.
– Administración de la capacidad y el desempe-

ño.
Se observa que no existen en el organismo polí-

ticas y procedimientos formales para la planificación
de la capacidad. Si bien se realizan estimaciones ba-
sadas en las expectativas de cambio, la falta de de-
finiciones al respecto dificulta la concreción y
formalización de ampliaciones de una infraestructu-
ra que a la fecha es insuficiente, incluso para las
aplicaciones en uso.

Nivel de madurez: no conforma. La alta gerencia
no reconoce que las actividades sustantivas clave
pueden requerir altos niveles de desempeño de tec-
nología de la información y que la necesidad del or-
ganismo de tales servicios excede la capacidad
instalada. No se cuenta con ningún proceso de pla-
nificación de la capacidad de procesamiento.

Nivel de riesgo: alto.
– Garantía de la seguridad de los sistemas.
Se observa que no existe un plan estratégico for-

mal de seguridad. No existen responsables de la se-
guridad y contenido de los datos. No existen perfi-
les de seguridad de los usuarios. Existen usuarios
de la red y del sistema GIGA que son genéricos, no
pertenecen a la organización o gozan de los privile-

gios correspondientes al personal de gerencias dis-
tintas a la propia. No se capacita a los empleados
sobre seguridad informática. No existen procedi-
mientos formales de presentación de informes so-
bre violaciones a la seguridad, ni de resolución de
problemas. La red permite sesiones múltiples con-
currentes. No existen políticas para los puestos cla-
ve, ni posiciones definidas como tales.

Nivel de madurez: inicial/ad hoc. El organismo re-
conoce la necesidad de la seguridad de tecnología
de información, pero la concientización depende de
cada persona. La seguridad de tecnología de infor-
mación se encara en forma reactiva y no se realizan
mediciones. Las responsabilidades no son claras
por lo cual las violaciones a la seguridad de tecno-
logía de la información, si son detectadas, generan
la necesidad de señalar a los culpables. Las respues-
tas a las violaciones de la seguridad de tecnología
de información son impredecibles.

Nivel de riesgo: alto.
– Identificación e imputación de costos.
Se observa que la máxima autoridad del área en-

tiende que, dada la gravedad de los problemas que
debe enfrentar, el análisis de la imputación de cos-
tos es secundario.

Nivel de madurez: no conforma. Se carece total-
mente de un proceso reconocible para identificar e
imputar costos con respecto a los servicios de in-
formación prestados. El organismo ni siquiera ha re-
conocido que haya una cuestión que merezca ser
abordada en cuanto a la contabilización de los cos-
tos, no hay comunicación al respecto.

Nivel de riesgo: medio.
– Educación y capacitación de los usuarios.
Se observa la no existencia de procedimientos

para identificar y documentar las necesidades de
capacitación de todo el personal que utiliza servi-
cios de información. No existen políticas y procedi-
mientos aprobados para la identificación de las ne-
cesidades de capacitación y tampoco un plan de
capacitación a usuarios. La capacitación y con-
cientización en los principios de seguridad no se
realiza. El área de capacitación instruye a los em-
pleados en el uso de herramientas informáticas de
oficina (Excel, Word, etcétera) y al personal de sis-
temas en temas específicos.

Nivel de madurez: inicial/ad hoc. Hay evidencias
de que el organismo reconoció la necesidad de un
programa de educación y capacitación, pero no hay
procesos estandarizados. En ausencia de un pro-
grama organizado, los empleados identifican y asis-
ten a cursos de capacitación por cuenta propia. Al-
gunos de estos cursos tratan temas de conducta
ética, concientización de seguridad de sistemas y
prácticas de seguridad. El enfoque global de la di-
rección carece de cohesión y la comunicación de
los temas y abordajes de la educación y capacita-
ción es sólo esporádica y poco coherente.
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Nivel de riesgo: alto.
– Asistencia y asesoramiento a los usuarios de

tecnología de la información.
Se observa que no existe una mesa de ayuda for-

mal que atienda a los usuarios. Se presta un servi-
cio de acuerdo a la disponibilidad de personal. En
lo referente al sistema GIGA, el servicio lo presta
personal externo sólo en horas de la tarde. No se
dispone de documentación que formalice y es-
tandarice los procedimientos.

Nivel de madurez: inicial/ad hoc. El organismo re-
conoció que se necesita un proceso apoyado por
herramientas y personal para responder a las con-
sultas de los usuarios y administrar la resolución
de problemas. No obstante, no se cuenta con un
proceso estandarizado y sólo se brinda un soporte
reactivo. La alta gerencia no monitorea las consul-
tas, problemas o tendencias. No hay un proceso de
escalamiento que ayude a resolver los problemas.

Nivel de riesgo: medio.
– Administración de la configuración.
Se observa que no existen procedimientos forma-

les para la administración de la configuración ni está
definida la función. Los datos disponibles no son
de calidad y difieren según la oportunidad de la so-
licitud de información.

Nivel de madurez: no conforma. La alta gerencia
no valora los beneficios de contar con un proceso
para la información y administración de la infraes-
tructura de tecnología de la información, ni para la
configuración de hardware ni de software.

Nivel de riesgo: alto.
– Administración de problemas e incidentes.
Se observa que no existen procedimientos forma-

les para la administración de problemas e inciden-
tes de seguridad, ni sistemas al efecto que permi-
tan realizar el escalamiento y seguimiento de los
problemas y pistas de auditoría.

Nivel de madurez: no conforma. No se reconoce
la necesidad de administrar problemas e incidentes.
El proceso de resolución de problemas es informal
y los usuarios y el personal de tecnología de la in-
formación encara los problemas individualmente,
caso por caso.

Nivel de riesgo: alto.
– Administración de datos.
Se observa que no existen procedimientos para

el monitoreo de exactitud, integridad y autorización.
Los sistemas, en particular el GIGA  –desde el cual
se autorizan todas las erogaciones del organismo–,
se alimentan con información generada en aplica-
ciones ad hoc, desarrolladas fuera del control del
área de tecnología informática, con utilitarios de ofi-
cina y,  por lo tanto, sin satisfacer mínimamenle nor-
mas de calidad y seguridad.

Nivel de madurez: no conforma. Los datos no es-
tán considerados como un recurso y un bien del

organismo. No se asignó responsabilidad sobre los
datos ni rendición de cuentas individual por su in-
tegridad y confiabilidad. La calidad y seguridad de
los datos es escasa o nula.

Nivel de riesgo: alto.
– Administración de instalaciones.
Se observa que no existe normativa de seguridad

informática ni de seguridad física de las instalacio-
nes. No existe registro del acceso a los centros de
procesamiento. Se verificaron pérdidas de líquidos
provenientes de los baños del primer piso que caían
sobre el rack de comunicaciones del centro de pro-
cesamiento de datos. Los equipos de alimentación
de energía alternativa no tienen mantenimiento pre-
ventivo. No existe un plan formal de contingencia.

Nivel de madurez: inicial/ad hoc. El organismo re-
conoce la necesidad de brindar un entorno físico
adecuado que proteja los recursos y el personal
contra los peligros generados por la naturaleza y
por el hombre. No existen procedimientos estándar
y la administración de las instalaciones y los equi-
pos depende de la idoneidad y capacidad de cier-
tas personas clave. No se revisan las actividades
de maestranza en las instalaciones y el personal se
desplaza sin restricciones. La dirección no monitorea
los controles ambientales de las instalaciones ni el
movimiento del personal.

Nivel de riesgo: alto.
– Administración de operaciones.
Se observa que no hay evidencia que sustente:

1) la totalidad del procesamiento ejecutado, arran-
ques en frío, reinicios y recuperaciones; 2) las esta-
dísticas de finalización de cronogramas, a fin de con-
firmar que se cumple satisfactoriamente con todos
los requerimientos; 3) la separación física y lógica
de las bibliotecas fuente y objeto de prueba, desa-
rrollo y producción y los procedimientos de con-
trol de cambios para trasladar programas entre las
bibliotecas; 4) las estadísticas de desempeño de las
actividades operativas, incluyendo, entre otras: ca-
pacidad, utilización y desempeño del hardware y
periféricos; utilización y desempeño de la memoria
de los equipos principales; utilización y desempe-
ño de telecomunicaciones. Tampoco se tuvo cono-
cimiento de la existencia de manuales de instruccio-
nes y procedimientos de operación, documentación
del proceso de puesta en marcha y otras tareas, pro-
gramas de trabajo y registro de operaciones.

Nivel de madurez: inicial/ad hoc. El organismo re-
conoce la necesidad de estructurar las funciones de
soporte de tecnología de la información. Sin embar-
go, no hay procedimientos estándares establecidos
y las actividades son de tipo reactivo. La mayoría
de las operaciones no están formalmente programa-
das y los pedidos de procesamiento se aceptan sin
validación previa. Las computadoras que dan so-
porte a los procesos con frecuencia sufren interrup-
ciones y demoras. Los empleados pierden tiempo
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por tener que esperar los recursos. Los sistemas no
son estables ni están disponibles.

Nivel de riesgo: alto.

Monitoreo

– Monitoreo de los procesos.
Se observa que no se han establecido formalmente

políticas, procedimientos, objetivos e indicadores de
desempeño. Consecuentemente, no se realiza el mo-
nitoreo continuo y sistemático de la actividad del
área de tecnología de la información.

Nivel de madurez: no conforma. El organismo no
tiene procesos de monitoreo implemen-tados. La
función de tecnología de la información no realiza
el monitoreo de los proyectos y procesos en forma
independiente. No se cuenta con informes útiles,
puntuales y precisos. No se reconoce la necesidad
de objetivos de proceso claramente entendidos.

Nivel de riesgo: alto.

Procedimientos operacionales

En este apartado el informe de la AGN describe
brevemente los circuitos administrativos informales
que, efectivamente realiza la Administración Gene-
ral de Puertos en cada sector involucrado en el uso
del sistema GIGA, con las correspondientes obser-
vaciones.

– Gerencia de abastecimiento.
Se observa que un mismo agente realiza varias

operaciones utilizando distintos perfiles, lo que re-
duce la calidad del control por oposición y afecta
seriamente la eficacia, confidencialidad, integridad
y confiabilidad de la información.

El sistema es subutilizado por la gerencia, dado
que el reglamento de contrataciones que se aplica
es posteriori a su puesta en marcha y nunca se la
adoptó.

El uso de planillas Excel conspira contra la segu-
ridad, la integridad y confiabilidad en el manejo de
datos.

La operatoria llevada a cabo por la Gerencia de
Abastecimiento consiste en analizar las ofertas a
partir de planillas Excel con los datos, y no utilizan-
do el sistema. Esto implica el riesgo de que haya
habido errores en la transcripción de datos y la pér-
dida de la información histórica de las ofertas reci-
bidas. Afecta la eficacia, la eficiencia, la integridad,
1a disponibilidad, el cumplimiento y la confiabilidad
de la información.

Se realizan tareas innecesarias por falta de con-
fianza en el sistema.

Algunas tareas no están automatizadas, se reali-
zan manualmente, lo que afecta la eficacia y eficien-
cia de la organización.

Nivel de riesgo: alto.
– Gerencia de administración.

Presupuesto

Se observa que en la formulación del gasto se les
asignan a los sectores conceptos que no les corres-
ponden. Ello permite a un sector emitir solicitudes
de gastos no acordes a lo presupuestado ni a sus
misiones y funciones.

Nivel de riesgo: bajo.

Tesorería

Se observa que existe pérdida de confiabilidad e
integridad de los datos de la base del sistema GIGA,
porque no se utiliza la función de emisión automá-
tica de cheques ni la función del sistema para la con-
ciliación bancaria. La manipulación de la base de
datos en forma directa evita los controles internos
del sistema.

Nivel de riesgo: alto.

Contabilidad

Se observa que por falta de un procedimiento in-
terno adecuado se dan de alta las cuentas patrimo-
niales sin identificar la cuenta contable ni presupues-
taria a las que corresponden, lo cual afecta la
eficiencia de los procesos de compras y contrata-
ciones.

La función “Fecha de operación del sistema” es
usada por más personas que las imprescindibles, por
lo cual se pierde la confiabilidad e integridad de la
información.

Se han detectado errores en las relaciones, esta-
blecidas por los usuarios del sistema, entre las cuen-
tas patrimoniales y las cuentas presupuestarias, lo
cual genera errores en las imputaciones contables
automáticas y, luego, en el balance de sumas y sal-
dos.

Nivel de riesgo: alto.

Cuentas corrientes

Se observa el hecho de que la inhabilitación de
los clientes morosos se realice en forma manual, lo
cual permite que se pueda omitir la acción.

Nivel de riesgo: bajo.
– Operación general.
Se observa que cada área del organismo opera

como si estuviera aislada del resto. No existe con-
ciencia de la interdependencia que un sistema de
gestión integral supone en el funcionamiento ge-
neral.

No existen manuales de procedimientos que re-
gulen la operación de los sectores involucrados.

La Auditoría General de la Nación, de conformi-
dad con la tarea realizada, llega a las siguientes con-
clusiones, sobre la evaluación del sistema
informático de administración y abastecimiento de-
nominado GIGA de la Administración General de
Puertos Sociedad del Estado.
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En general, en los niveles gerenciales del orga-
nismo hay un alto grado de rotación. No existe un
organigrama con misiones y funciones. El personal
del organismo es de aproximadamente 450 agentes.
En el sector de sistemas trabajan 12 personas.

La dotación del área de tecnología informática es
reducida para el volumen de tareas que debería rea-
lizar el sector si asumiera la problemática de todo el
organismo.

Se han observado datos erróneos almacenados
en las bases principales que los sistemas de aplica-
ción no deberían admitir.

El objetivo y las características de los sistemas
integrados de administración de empresas, en ge-
neral, y de sistema de aplicación GIGA, en particu-
lar, que mantienen y procesan datos clasificados y
sensitivos y que en su proceso generan transferen-
cia de la propiedad de bienes y el pago de dinero,
tienen un alto grado de complejidad e involucran
aprobaciones y garantías de las autoridades de los
organismos. Por eso, son muy susceptibles a las
pérdidas de información y económicas, la adminis-
tración deficiente o el uso no autorizado de los re-
cursos; por lo tanto, resultan particularmente vul-
nerables.

El sistema GIGA, con el cual se realiza la gestión
administrativa integral, incluyendo el abastecimien-
to de bienes y servicios, ha evidenciado la falta de
integridad en la información almacenada así como
relajamiento de sus controles internos, a lo que se
agrega que es alimentado con datos provenientes
de sistemas manuales y computarizados que no han
sido aprobados formalmente y que, en consecuen-
cia, no satisfacen requerimientos de confiabilidad e
integridad.

Del análisis del riesgo al que se encuentran so-
metidos los siete requerimientos (eficacia, eficien-
cia, confidencialidad, integridad, disponibilidad,
cumplimiento y confiabilidad) que deberían satisfa-
cer la información provista por el área de tecnolo-
gía de la información, se concluye –dice la AGN–
que el riesgo promedio de no alcanzar los objetivos
de calidad, teniendo en cuenta los procesos consi-
derados, se encuentra entre el 78 % y el 91 %, con
un promedio general del 84 %.

Finalmente evalúa la AGN, de acuerdo con el mo-
delo genérico de madurez y los niveles detectados
durante el trabajo realizado, la gestión de la tecno-
logía informática en la Administración General de
Puertos Sociedad del Estado se encuentra para 22
objetivos de control en el nivel de madurez “no
conforme” y para 8 objetivos en el nivel de “inicial”,
todo lo cual pone en peligro la eficiencia en el cum-
plimiento de la misión del organismo e, incluso, la
eficacia de su concreción.

Para superar las fallas observadas, la Audi-toría
General de la Nación considera que es imprescindi-
ble un fuerte compromiso de las máximas autorida-

des de la Administración General de Puertos Socie-
dad del Estado que deberían trasladar las observa-
ciones a las gerencias dependientes, para que a su
vez mejoren los procedimientos y controles existen-
tes e incorporen aquellos aún no implementados.

Para ello, recomienda a la Administración Gene-
ral de Puertos Sociedad del Estado, lo siguiente:

– Superar a la brevedad las limitaciones de los
procesos ponderados en niveles “no conforme” e
“inicial”.

– Recomponer la base de datos de manera tal que
se pueda confiar en la información que almacena.

– Reimplantar controles internos del sistema que
fueron oportunamente levantados para disminuir la
carga de trabajo del personal del organismo y con-
secuentemente acelerar la implantación del sistema.

– Optimizar la estructura organizativa para refle-
jar las condiciones operativas actuales del organis-
mo y establecer las relaciones entre las unidades
componentes del mismo. Dentro de dichas unida-
des deberán definirse claramente los roles, respon-
sabilidades y tareas de cada individuo.

– Implantar circuitos administrativos que eviten
duplicación de esfuerzos y procesos antiguos ya
innecesarios e impidan que el organismo funcione
en compartimentos estancos, lo que relaja contro-
les esenciales.

– Asegurar que los datos ingresen al sistema sólo
en el punto donde se generan y que estén disponi-
bles donde se los utiliza.

– Capacitar a cada integrante del organismo para
que conozca cómo su acción se interrelaciona y
contribuye a alcanzar los objetivos generales.

– Forzar el uso integral del sistema GIGA abar-
cando el seguimiento completo de los circuitos ad-
ministrativos.

– Disponer en forma urgente de 4 personas sufi-
cientemente calificadas, 2 en administración y uso
de la base de datos Oracle y 2 en programación en
lenguaje Visual Basic, para poder proceder a la in-
dispensable transferencia tecnológica del sistema,
dado que es muy importante superar la dependen-
cia respecto del soporte técnico del proveedor del
sistema y garantizar la condición clave del control,
fundada en la independencia entre los programado-
res y los administradores de la base de datos.

La Auditoría General de la Nación aclara que el
proyecto de informe de auditoría fue puesto en co-
nocimiento del organismo auditado, para que for-
mule las observaciones y/o comentarios que esti-
men pertinentes.

La Administración General de Puertos Sociedad
del Estado dio contestación, incluyendo los comen-
tarios y descargos, de tres gerencias distintas en
documentos no integrados. Al mismo tiempo, el in-
terventor del organismo indica que van a seguir las
recomendaciones del informe de auditoría.
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